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En uso de la facultad que nos confieren los artículos 9º de la ley N° 
18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 308 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, junto con saludarle, remito a Ud. el 
presente oficio a través del cual exponemos y solicitamos: 

Respecto a los procedimientos masivos de cobro contemplados en la 
ley N° 20.027 que Establece normas para financiamiento de estudios de 



educación superior que ha iniciado la Tesorería General de la República 
durante este año 2026, para hacer efectiva la garantía estatal contenida en 
ese cuerpo normativo, se han dado a conocer públicamente casos de 
personas a las que le fueron retenidos el 100% de los fondos disponibles en 
sus cuentas bancarias, lo que incluye el monto total de sus remuneraciones1.  

Esto suscita una legítima inquietud en miles de personas con 
obligaciones financieras pendientes, lo que se agudiza considerando la 
coyuntura económica vigente que destaca por la inflación persistente, el 
sobreendeudamiento de los hogares y la precarización del mercado laboral. 

En efecto, la Tesorería General de la República está  implementado un 
procedimiento de cobro forzoso y extraordinario del denominado Crédito 
con Aval del Estado, que incluye embargo y ejecución de bienes, para lo 
cual ha aplicado de manera errónea disposiciones contenidas en el Código 
Tributario contempladas para procedimientos de ejecución por 
incumplimiento de obligaciones tributarias, mientras que la obligación 
emanada de la garantía estatal de la ley N° 20.027 es de naturaleza civil.  Al 
respecto el artículo 18 bis señala “(...) Las acciones de cobranza que ejerza 
la Tesorería General de la República, por sí o a través de terceros, se 
someterán a las reglas generales de procedimiento aplicables al cobro 
coactivo, ordinario o ejecutivo, de los títulos en que consten las obligaciones 
y créditos otorgados al amparo de esta ley (...)”. De este modo, no se rige 
por un régimen tributario de excepción, sino por vías ordinarias de cobro del 
juicio ejecutivo. 

El Título V de la Ley N.º 20.027 define los mecanismos legales para 
asegurar el cumplimiento de esas obligaciones, y en particular, el artículo 16 
en su inciso primero señala que la garantía estatal sólo podrá otorgarse a 
créditos cuyo deudor otorgue un mandato especial, delegable e 
irrevocable, facultando a la institución crediticia respectiva para que ésta 
requiera a su empleador, por escrito, efectuar la deducción de sus 
remuneraciones de las cuotas del crédito. Dichos descuentos deberán 
efectuarse en conformidad con los límites dispuestos en el inciso segundo del 
artículo 58 del Código del Trabajo.  

1 “Tesorería inicia embargos de bienes raíces a deudores del CAE”, Diario Financiero, 4 de 
junio de 2026. Disponible en: 
https://www.df.cl/economia-y-politica/pais/tesoreria-inicia-embargos-de-bienes-raices-a-de
udores-del-cae.  



Esa norma complementa al artículo 57 que establece la regla de la 
inembargabilidad de las remuneraciones de los trabajadores y las 
cotizaciones de seguridad social, con la excepción de embargabilidad de 
las remuneraciones solo en la  parte que excedan de cincuenta y seis 
Unidades de Fomento.  

A continuación, el inciso primero del artículo 58 establece que el 
empleador deberá deducir de las remuneraciones los impuestos que las 
graven, las cotizaciones de seguridad social, las cuotas sindicales en 
conformidad a la legislación respectiva y las obligaciones con instituciones 
de previsión o con organismos públicos. Y luego, el mencionado inciso 
segundo  agrega que con acuerdo del empleador y del trabajador, que 
deberá constar por escrito, el empleador podrá descontar de las 
remuneraciones cuotas destinadas al pago de la adquisición de viviendas, 
cantidades para ser depositadas en una cuenta de ahorro para la vivienda 
y sumas destinadas a la educación del trabajador, su cónyuge, conviviente 
civil o alguno de sus hijos. Para estos efectos, se autoriza al empleador a 
otorgar mutuos o créditos sin interés, respecto de los cuales el empleador 
podrá hacerse pago deduciendo hasta el 30% del total de la remuneración 
mensual del trabajador. Sin embargo, el empleador sólo podrá realizar tal 
deducción si paga directamente la cuota del mutuo o crédito a la 
institución financiera o servicio educacional respectivo.  

Sobre la forma de pago de la remuneración,  según el artículo 54 del 
Código del Trabajo, las remuneraciones se pagarán en moneda de curso 
legal, sin perjuicio de la regulación especial para trabajadores agrícolas. 
Agrega la disposición que a solicitud del trabajador, podrá pagarse con 
cheque o vale vista bancario a su nombre, o transferencia electrónica a la 
cuenta bancaria del trabajador. Si se atiende a la realidad del pago de las 
remuneraciones en nuestro país,  a la gran mayoría de los trabajadores o 
funcionarios públicos se les entera el pago de su remuneración vía 
transferencia electrónica a su cuenta bancaria, por lo que ya no se 
acostumbra el pago en dinero en dinero efectivo o cheque. En ese mismo 
sentido, quienes se encuentran contratados bajo la figura de prestación de 
servicios a honorarios civiles -que por aplicación del Principio de Primacía de 
la Realidad constituye una relación laboral- también reciben sus honorarios 
directamente en sus cuentas bancarias.  



Así las cosas, en los hechos, la gran mayoría de los trabajadores de 
nuestro país que se encuentran afectos al procedimiento para hacer 
efectiva la garantía estatal de la ley ley N° 20.027 les son enteradas sus 
remuneraciones directamente en la cuenta bancaria, y es en los montos 
existentes en esas cuentas, que la Tesorería General de la República ha 
perseguido el cumplimiento.  

En los casos en que el procedimiento se ha judicializado, existe una 
resolución del Tribunal respectivo ordenando la retención de la 
remuneración, solo en el exceso que establece el artículo 57 del Código del 
Trabajo, pero existen deudores del Crédito con Garantía Estatal que acusan 
que la Tesorería General en virtud de un procedimiento presumiblemente 
administrativo y no judicial, ha ordenado la retención del total de los montos 
contenidos en sus cuentas bancarias,  sin precisar un límite para el evento de 
que en esas cuentas se enteren remuneraciones2.  

Asimismo,  aquello configura una discriminación arbitraria,  pues la 
Tesorería General de la República somete las obligaciones derivadas de la 
garantía estatal de la ley 20.007 al procedimiento de cobranza previsto para 
las deudas tributarias, al tiempo que excluye a sus deudores sin fundamento 
razonable, de los beneficios contemplados para ese mismo régimen, entre 
ellos la condonación de multas e intereses.  

De esta forma, no puede la Tesorería General de la República por la 
vía administrativa soslayar una institución del Derecho del Trabajo tan 
esencial como es la protección de las remuneraciones, parte integrante del 
Principio Protector, y que junto al Principio de Primacía de la Realidad 
configuran los cimientos del estatuto del Trabajo en nuestro país.  

Usted debe tener presente que el Principio Protector también 
conocido como principio tuitivo, proteccionista o de favor, “se fundamenta 
en la falta de libertad inicial y consecuente del trabajador. Esta carencia de 
libertad -por la necesidad de trabajar- es la causa inmediata de la 

2 “Me sacaron hasta el último peso”: Deudores del CAE reclaman que Tesorería vació sus 
cuentas bancarias para cobrar deuda”. The Clinic, 5 de junio de 2026. Disponible en:  
https://www.theclinic.cl/2026/06/05/me-sacaron-hasta-el-ultimo-peso-deudores-del-cae-recl
aman-que-tesoreria-vacio-sus-cuentas-bancarias-para-cobrar-deuda/. 



desigualdad de los empleados y explica la protección del derecho del 
trabajo".3  

Por otra parte, el Dictamen Ord. N° 3257/89 de 2005 de Vuestro 
organismo, sostiene que el principio de la primacía de la realidad “consiste 
en otorgar prioridad a los hechos, es decir, a lo que efectivamente ha 
ocurrido en la realidad, sobre las formas o apariencias o lo que las partes 
han convenido. En consecuencia, se ha agregado, que en caso de 
discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que surge de 
documentos suscritos por las partes o acuerdos celebrados entre ellos, debe 
darse preferencia a los hechos”4. 
 

Por tanto, conforme al Principio Protector y al Principio de Primacía de 
la Realidad solicito a UD tenga a bien informar qué medidas adoptará para 
garantizar el cumplimiento de la normativa sobre inembargabilidad del total 
de las remuneraciones de los trabajadores que se ven afectos al 
procedimiento para hacer efectiva la garantía estatal de la ley N° 20.027. 

  Esperando su respuesta, se despiden atentamente.​
 

 ​ ​ ​ ​  

 
 
 
 
 
 
 
 
 

4 Dirección del Trabajo, Dictámenes y normativas. Disponible en: 
https://www.dt.gob.cl/legislacion/1624/w3-article-86217.html. 
 

3 Gamonal S. ( 2013)  “El principio de protección del trabajador en la Constitución chilena”. 
En Estudios Constitucionales, Año 11, N° 1. 
 


